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I. NOVEDADES NORMATIVAS
Entre las novedades legislativas desde el último informe, cabe señalar en primer lugar la modificación de los Reglamentos de procedimiento del Tribunal de Justicia de la Unión Europea, del Tribunal General y del Tribunal de la Función pública europea (DOUE L 162, de 22 de junio de 2011) con el fin de permitir la presentación y la notificación de escritos procesales por vía electrónica, sin que sea necesario confirmar tales operaciones a través de un envío postal o de la entrega física de dichos escritos.

Además, se han adoptado los siguientes actos con relevancia para los entes locales:

- Directiva 2011/70/Euratom del Consejo, de 19 de julio de 2011, por la que se establece un marco comunitario para la gestión responsable y segura del combustible nuclear gastado y de los residuos radiactivos, DOUE L 199, de 2 de agosto de 2011.

Con el fin de crear un marco jurídico en materia de seguridad nuclear, la Comisión Europea adoptó en 2009 la Directiva sobre seguridad en las instalaciones nucleares. La presente Directiva sobre la gestión del combustible irradiado y los residuos radioactivos representa la continuidad de dicha acción y responde a la necesidad de garantizar la protección de las personas y del medio ambiente contra los peligros generados por la energía nuclear. Efectivamente, aunque los Estados miembros son libres de definir la combinación de energías que utilizan, todos ellos generan residuos radiactivos ya sea con la producción de electricidad o en el transcurso de actividades industriales, agrícolas, médicas o de investigación, o durante el desmantelamiento de instalaciones nucleares o bien en contextos de descontaminación o intervención. Por ello, es necesario establecer un marco jurídico relativo a la seguridad de la gestión del combustible nuclear gastado y los residuos radioactivos.

La Directiva se aplica a todas las etapas de la gestión del combustible gastado y a todas las etapas de la gestión de los residuos radioactivos. Se hace responsables a los Estados miembros en última instancia de la gestión del combustible gastado y de los residuos radioactivos por lo que deben almacenar definitivamente sus residuos en su propio territorio, excepto si han celebrado acuerdos con otros Estados miembros que les permiten utilizar las instalaciones de almacenamiento de estos últimos. Además, la Directiva impone la necesidad de crear un marco nacional legislativo, reglamentario y organizativo que incluye, entre otros, un programa nacional para la aplicación de esta política, unos requisitos nacionales para la seguridad de la gestión del combustible gastado y los residuos radioactivos; un sistema responsable de la concesión de licencias para las actividades e instalaciones de gestión; unas medidas para asegurar el cumplimiento y la lista de los organismos implicados en las diferentes etapas de la gestión, por ejemplo, una autoridad reguladora competente.
- Decisión 1194/2011/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 16 de noviembre de 2011, por la que se establece una acción de la Unión Europea relativa al Sello de Patrimonio Europeo, DOUE L 303 de 22 de noviembre de 2011.

Con esta Decisión, la Unión Europea pone en marcha el sello de Patrimonio Europeo, iniciativa intergubernamental impulsada en 2006 por España, Francia y Hungría y que ahora se asume como propia en el seno de la Unión Europea. La iniciativa pretende promocionar los lugares más simbólicos de la historia de Europa o de la integración del Viejo Continente con el objetivo de promover el turismo cultural. A partir de 2013, los Estados miembros de la Unión Europea podrán proponer hasta dos sitios o monumentos cada dos años para obtener el reconocimiento del sello de Patrimonio Europeo y un jurado de trece expertos independientes podrá elegir un máximo de uno por país. Aunque el sello se podrá conceder a monumentos, sitios naturales o industriales, objetos culturales, lugares históricos, patrimonios contemporáneos o patrimonios intangibles, el jurado prestará especial atención a la hora de otorgar el sello a los monumentos o lugares con carácter transnacional, dado su especial simbolismo para la historia común de Europa. La participación en la iniciativa será voluntaria y a petición de los Estados, de acuerdo con un compromiso informal alcanzado por el Parlamento Europeo y los Veintisiete. Los Estados seguirán siendo los responsables de la gestión, protección y promoción de los sitios, mientras que la Comisión Europea se encargará de lanzar campañas de sensibilización y comunicación a través de una web que creará para dar a conocer los lugares.
- Reglamento de Ejecución (UE) nº 1179/2011 de la Comisión, de 17 de noviembre de 2011, por el que se establecen especificaciones técnicas para sistemas de recogida a través de páginas web, de conformidad con el Reglamento (UE) nº 211/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo sobre la iniciativa ciudadana, DOUE L 301 de 18 de noviembre de 2011.

El Reglamento 211/2011 sobre la iniciativa ciudadana establece que, cuando las declaraciones de apoyo se recojan a través de páginas web, el sistema utilizado a ese fin debe cumplir determinados requisitos técnicos y de seguridad y debe estar acreditado por la autoridad competente del Estado miembro correspondiente. Este Reglamento de ejecución asegura el sistema de recogida a través de páginas web como un sistema de información compuesto por programas y equipos informáticos, un entorno de alojamiento, unos métodos profesionales y un personal que lleve a cabo la recogida de declaraciones de apoyo. El Reglamento 211/2011 ya establecía los requisitos que deben cumplir los sistemas de recogida a través de páginas web para estar acreditados y atribuía a la Comisión la facultad de adoptar especificaciones técnicas para la aplicación de esos requisitos.

Por ejemplo, algunas de las especificaciones de esta nueva norma indican que el proceso de acreditación debe facilitarse mediante el uso por parte de los organizadores de los programas informáticos proporcionados por la Comisión, de conformidad con el artículo 6, apartado 2, del Reglamento 211/2011, o que, cuando los organizadores de iniciativas ciudadanas recojan declaraciones de apoyo a través de páginas web deben, como responsables del tratamiento de datos, aplicar las especificaciones técnicas establecidas en el presente Reglamento con el fin de garantizar la protección de los datos personales procesados. Cuando el tratamiento sea efectuado por personal especializado, los organizadores deben velar por que actúe siguiendo únicamente las instrucciones de los organizadores y aplique las especificaciones técnicas establecidas en el presente Reglamento.

- Directiva 2011/82/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2011, por la que se facilita el intercambio transfronterizo de información sobre infracciones de tráfico en materia de seguridad vial, DOUE L 288 de 5 de noviembre de 2011.
Para mejorar la seguridad vial en toda la Unión y garantizar el mismo trato a los conductores infractores, tanto residentes como no residentes, debe facilitarse la aplicación de la normativa con independencia del Estado miembro de matriculación del vehículo. Para ello, era necesario instaurar un sistema de intercambio transfronterizo de información para determinados tipos de infracciones de tráfico en materia de seguridad vial, con independencia de su carácter administrativo o penal con arreglo al Derecho del Estado miembro de que se trate, que dé acceso al Estado miembro de la infracción a los datos de matriculación de vehículos del Estado miembro de matriculación. 

La presente Directiva establece un intercambio transfronterizo más eficiente de datos de matriculación de vehículos, que facilite la identificación de los sospechosos de haber cometido una infracción de tráfico en materia de seguridad vial, lo que puede contribuir a potenciar efecto disuasorio e inducir a un comportamiento más prudente a todo conductor de un vehículo registrado en un Estado miembro que no sea el Estado de la infracción, evitando así la mortalidad por accidentes de tráfico. 

Las infracciones de tráfico en materia de seguridad vial contempladas en la presente Directiva no reciben un trato homogéneo en los Estados miembros. En algunos Estados miembros, dichas infracciones se tipifican como infracciones «administrativas» en virtud del Derecho nacional, mientras que en otros como infracciones «penales». La presente Directiva debe aplicarse con independencia de la tipificación de dichas infracciones con arreglo al Derecho nacional.

Dado que los datos relacionados con la identidad de un infractor son datos personales, los Estados miembros han de adoptar las medidas necesarias para garantizar la aplicación de las disposiciones pertinentes de la Decisión Marco 2008/977/JAI del Consejo, de 27 de noviembre de 2008, relativa a la protección de datos personales tratados en el marco de la cooperación policial y judicial en materia penal.
- Reglamento (UE) no 1077/2011 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 25 de octubre de 2011, por el que se establece una Agencia Europea para la gestión operativa de sistemas informáticos de gran magnitud en el espacio de libertad, seguridad y justicia, DOUE 286 de 1 de noviembre de 2011.
El Sistema de Información de Schengen de segunda generación (SIS II) fue establecido por el Reglamento 1987/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de diciembre de 2006, y por la Decisión 2007/533/JAI del Consejo, de 12 de junio de 2007, que establecen que la Comisión es responsable de la gestión operativa del SIS II central durante un período transitorio, transcurrido el cual la responsabilidad de la gestión operativa del SIS II central y de determinados aspectos de la infraestructura de comunicación se trasladará a una Autoridad de Gestión. El Sistema de Información de Visados (VIS) fue creado por la Decisión 2004/512/CE del Consejo, de 8 de junio de 2004. El Reglamento 767/2008 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 9 de julio de 2008, sobre el Sistema de Información de Visados (VIS) y el intercambio de datos sobre visados de corta duración entre los Estados miembros (Reglamento VIS) dispone que la Comisión será responsable durante un período transitorio de la gestión operativa del VIS. Transcurrido este período transitorio, una Autoridad de Gestión será responsable de la gestión operativa del VIS central y de las interfaces nacionales, así como de determinados aspectos de la infraestructura de comunicación. Por último, el sistema «Eurodac» para la comparación de las impresiones dactilares para la aplicación efectiva del Convenio de Dublín fue creado por el Reglamento 2725/2000 del Consejo, de 11 de diciembre de 2000. El Reglamento 407/2002 del Consejo establece las normas de desarrollo necesarias. 

Con vistas a obtener sinergias, era necesario que la gestión operativa de estos sistemas informáticos de gran magnitud se llevara a cabo en una única entidad, lo cual permitirá realizar economías de escala, crear una masa crítica y garantizar la mayor tasa posible de utilización de capital y recursos humanos. Este Reglamento se dirige, por tanto a crear esta Autoridad, que disfrutará de autonomía jurídica, administrativa y financiera, por lo que deberá establecerse en forma de agencia reguladora («Agencia») con personalidad jurídica. Tal como se acordó, la sede de la Agencia debe estar en Tallin (Estonia). Ahora bien, puesto que las funciones relacionadas con el desarrollo técnico y la preparación de la gestión operativa del SIS II y del VIS se realizan en Estrasburgo (Francia) y que un emplazamiento de reserva de continuidad para estos sistemas informáticos ha sido instalado en Sankt Johann im Pongau (Austria), convendría que esto se mantuviera. Estos dos emplazamientos también deben ser los sitios, respectivamente, en que se realicen las funciones relacionadas con el desarrollo técnico y la gestión operativa de Eurodac y se establezca un emplazamiento de reserva de continuidad para Eurodac. Estos dos emplazamientos también deben ser los sitios, respectivamente, para el desarrollo técnico y la gestión operativa de otros sistemas informáticos de gran magnitud en el espacio de libertad, seguridad y justicia y, si así se establece en el instrumento legislativo correspondiente, para un emplazamiento de reserva de continuidad capaz de asegurar el funcionamiento de un sistema informático de gran magnitud en caso de fallo de dicho sistema.

En el marco de sus competencias respectivas, la Agencia debe colaborar con otras agencias de la Unión y, especialmente, con las establecidas en el espacio de libertad, seguridad y justicia y, en particular, con la Agencia de Derechos Fundamentales de la Unión Europea. Asimismo debe consultar y seguir, si procede, las recomendaciones sobre seguridad de la red de la Agencia Europea de Seguridad de las Redes y de la Información.

II. NOVEDADES JURISPRUDENCIALES. 

TRIBUNAL DE JUSTICIA DE LA UNIÓN EUROPEA.

- Sentencia del Tribunal de Justicia (Gran Sala), de 6 de septiembre de 2011, as. C-108/10, Ivana Scattolon.

El Tribunal de Luxemburgo responde con esta sentencia a la petición de decisión prejudicial planteada por el Tribunal de Venecia respecto de la interpretación que debe darse a determinados artículos de las Directivas 77/187/CEE y 2001/23/CE, dirigidas ambas a la aproximación de las legislaciones de los Estados miembros relativas al mantenimiento de los derechos de los trabajadores en caso de traspasos de empresas. Esa solicitud del tribunal nacional se enmarca en un litigio planteado ante él por una persona afectada por el proceso emprendido en Italia, de transferencia del personal que se ocupaba de determinados servicios auxiliares de las escuelas públicas (limpieza y mantenimiento de los locales y asistencia administrativa) desde las entidades locales al Estado. Esa persona, que desempeñaba funciones de bedel, reclama que, como consecuencia de la aplicación de las disposiciones nacionales por las que se había operado esa transferencia, había visto reducido notablemente su nivel salarial al no habérsele reconocido los veinte años de antigüedad en su puesto en el marco de la administración local, siendo clasificada en una escala salarial que corresponde a los nueve años de antigüedad.
La primera de las cuestiones planteadas al Tribunal de Justicia se refiere a la posibilidad de considerar incluida dentro del concepto de transmisión de empresa, contemplado en las Directivas anteriores, la subrogación por una autoridad pública de un Estado miembro en la relación laboral con el personal empleado por otra autoridad pública y encargado de la prestación de servicios auxiliares a escuelas. El Tribunal comienza por realizar alguna precisión previa, advirtiendo que como esa subrogación se produjo antes de finalizar el plazo de transposición de la Directiva 98/50, que modificaba la Directiva 77/187, y antes de la adopción de la Directiva 2001/23, el asunto debe resolverse mediante la aplicación de la Directiva 77/187 en su versión original. A este respecto debe verificarse si la subrogación a la que se refiere este caso puede reunir todas las condiciones enunciadas en dicha disposición (la Directiva 98/50 incluía una modificación en el artículo 1.1 de la Directiva 77/187 afirmando expresamente la aplicación de ésta a empresas tanto públicas como privadas que ejerzan una actividad económica, con o sin ánimo de lucro). En ese sentido la sentencia señala el carácter general de los conceptos de empresa (entidad económica organizada de forma estable, con independencia de su estatuto jurídico y su sistema de financiación) y actividad económica (consistente en ofrecer bienes o servicios en un determinado mercado, con la excepción de las actividades inherentes al ejercicio de prerrogativas de poder público), recogidos en el mencionado artículo 1.1 de la Directiva 77/187 y concretados por su propia jurisprudencia. Aplicando esos conceptos al caso el Tribunal apunta que las actividades de los trabajadores transferidos de las entidades locales al Estado tienen un carácter económico y persiguen un objetivo propio, sin que se pueda considerar que forman parte del ejercicio de prerrogativas del poder público. Además ese personal ha sido estructurado como un conjunto organizado. A eso se añade el análisis de otros aspectos, comenzando por la posible desvirtuación de la calificación de ese personal como empresa por la falta de elementos de activo. Sobre este particular recuerda su reiterada jurisprudencia en el sentido de que en algunos sectores la actividad descansa fundamentalmente en la mano de obra, de manera que un conjunto estructurado de trabajadores puede constituir una entidad económica en el sentido de la Directiva 77/187, sin que la falta de elementos de activo significativos, materiales o inmateriales afecte a esa calificación. En este caso, y dado que ninguna de las actividades del grupo de trabajadores transferidos parece requerir la disponibilidad de elementos de activo significativos, la inexistencia de éstos no puede impedir la calificación de ese grupo de trabajadores como entidad económica.
El Tribunal se pronuncia a continuación respecto a la exigencia de un cierto grado de autonomía del grupo de trabajadores exigida en la normativa de la Unión relativa al mantenimiento de los derechos de los trabajadores. Señala sobre este particular que la referencia a esa autonomía se entiende como relativa a las facultades conferidas a los responsables de organizar de manera relativamente libre e independiente el trabajo dentro del referido grupo, sin intervención directa de otras estructuras de organización del empresario. En este caso el Tribunal señala que el personal transferido desde las entidades locales al Estado constituía dentro de las administraciones locales una entidad que podía organizar y ejecutar sus tareas de forma relativamente libre e independiente, por medio de instrucciones emitidas por los miembros de ese personal titulares de facultades de coordinación y dirección.
Por otra parte el Tribunal afirma que el que el personal transferido y sus actividades estén integrados en una administración pública no constituye una razón que por sí sola excluya la aplicación de la Directiva 77/187, ya que en caso contrario se contrapondría con el objetivo señalado por el propio Tribunal en su jurisprudencia de que todo conjunto suficientemente estructurado y autónomo de personas y elementos que permite el ejercicio de una actividad económica que persigue un objetivo propio constituye una empresa en el sentido del artículo 1.1 de la Directiva 77/187, con independencia del estatuto jurídico y el sistema de financiación de ésta. Añade el Tribunal no obstante que su propia jurisprudencia primero y la Directiva 98/50 más tarde excluyen del ámbito de aplicación de la Directiva 77/187 la reorganización de estructuras de la administración pública y la transferencia de competencias entre administraciones públicas. Pero puntualiza que esa exclusión se limita a supuestos en los que la transmisión tenga por objeto actividades propias del ejercicio del poder público. De hecho, el Tribunal advierte que su propia jurisprudencia invocada por el Gobierno italiano no señala que toda transmisión ligada a una reorganización de la administración pública o que se inserte en ella deba excluirse del ámbito de aplicación de la Directiva 77/187, sino, únicamente, que la reorganización de estructuras de la administración pública o la cesión de competencias entre administraciones públicas no constituyen por sí solas y en cuanto a tales supuestos de transmisión de empresa en el sentido de la Directiva. Así advierte que si bien en algunos casos, como el de la creación de una agrupación de municipios y la asunción por ésta de ciertas competencias de aquellos, constituye una reordenación del poder público y no puede incluirse en el ámbito de la Directiva 77/187. En otros casos ha considerado aplicable dicha Directiva a la transferencia de personas que ejercen actividades de naturaleza económica en una administración pública. A este respecto el Tribunal de Justicia afirma que si se acogiera esa interpretación extensiva de la exclusión de la Directiva por formar parte de una reorganización de la administración, la autoridad pública podría sustraer cualquier transferencia de trabajadores invocando que la misma se inserta en una reorganización de personal. La consecuencia sería la privación de la protección que ofrece la Directiva para importantes categorías de trabajadores que ejercen actividades económicas en el sentido de la jurisprudencia del Tribunal, lo que a su vez sería difícil de conciliar con la previsión del artículo 2 de la Directiva de que cualquier persona física o jurídica que tenga la calidad de empresario puede ser cedente o cesionario y que, teniendo en cuenta el fin de protección social de la Directiva, las excepciones deben interpretarse de manera estricta. A eso se añade en la sentencia que la aplicabilidad de la Directiva 77/187 no afecta a la facultad de los Estados miembros de racionalizar sus administraciones públicas, sino que únicamente impide que los trabajadores transferidos se encuentren, a causa únicamente de esa transferencia, en peor situación que antes de ella. Es decir que, como el propio Tribunal ha señalado ya en alguna ocasión, la Directiva 77/187 no priva a los Estados miembros de la facultad de permitir que los empresarios modifiquen la relación laboral en un sentido desfavorable para los trabajadores, especialmente en relación a la protección contra el despido y a las condiciones retributivas, pero sí prohíbe que la transmisión de la empresa constituya por sí misma el motivo de dicha modificación.
A continuación el Tribunal analiza la existencia en este caso de transmisión de la empresa, para lo que el criterio decisivo es que la entidad mantenga su identidad tras su adquisición por el nuevo empresario. A este respecto se señala que en aquellos casos en los que la entidad transferida funciona sin elementos significativos de activo material, el mantenimiento de su identidad no puede depender de la cesión de tales elementos, sino que el grupo de trabajadores afectado mantiene su identidad cuando el nuevo empresario prosigue la actividad y se hace cargo de una parte esencial del personal, en términos de número y de competencias. Asimismo se interpreta el sentido de la expresión como resultado de una cesión contractual o de una fusión, recogida en el artículo 1.1 de la Directiva 77/187 y a la que, dadas las diferencias entre las diversas versiones lingüísticas de la Directiva y entre las legislaciones nacionales respecto a los conceptos que aparecen en esa expresión, se aplica una interpretación flexible, acorde con el fin de la Directiva de proteger a los trabajadores por cuenta ajena en el caso de transmisión de la empresa. Así el Tribunal señala que el que la transmisión derive de decisiones unilaterales de los poderes públicos y no de un acuerdo de voluntades no excluye la aplicabilidad de la Directiva. La sentencia se detiene también en el argumento esgrimido por el Gobierno italiano de que la subrogación del Estado en la relación laboral del personal afectado es solo facultativa, pudiendo los miembros de ese personal optar por continuar al servicio de las entidades locales. El Tribunal afirma que de acuerdo con la normativa italiana esa posibilidad de opción existía solo para aquellos trabajadores cuyas cualificaciones y categorías profesionales no tenían correspondencia en las plantillas del cesionario, mientras que el resto está por principio sujeto a la transmisión. El Tribunal responde por tanto a esa primera pregunta planteada por el órgano jurisdiccional nacional afirmando que la subrogación por una autoridad pública de un Estado miembro en la relación laboral con el personal empleado por otra autoridad pública y encargado de la prestación a escuelas de servicios auxiliares, que comprenden en especial tareas de mantenimiento y asistencia administrativa, constituye una transmisión de empresa incluida en el ámbito de la Directiva 77/187 cuando ese personal está constituido por un conjunto estructurado de empleados que están protegidos como trabajadores por el Derecho interno de ese Estado miembro.
A continuación el Tribunal de Justicia pasa a responder conjuntamente a otras dos cuestiones planteados por el tribunal de Venecia que identifica como la solicitud de interpretación del artículo 3 de la Directiva 77/187 en el sentido de que, a efectos del cálculo de la retribución de trabajadores afectados por una transmisión en el sentido de la Directiva, el cesionario debe reconocer la antigüedad adquirida por esos trabajadores al servicio del cedente. Para ello se apoya el Tribunal en su propia jurisprudencia, en particular en su sentencia Collino y Chiappero, en la que afirmó que, aunque la antigüedad adquirida al servicio del cedente no constituye un derecho que el trabajador pueda invocar frente al cesionario, sí que sirve para determinar ciertos derechos pecuniarios que, en principio, deberá mantener el cesionario de maneta idéntica a la existente con el cedente. Al mismo tiempo recuerda el Tribunal que, al margen del supuesto de transmisión de empresa y en la medida en que el Derecho nacional lo permita, el cesionario puede modificar las condiciones retributivas en sentido desfavorable para el trabajador. Así el artículo 3.1 de la Directiva 77/187 debe interpretarse en el sentido de que el cesionario, a la hora de calcular los derechos de carácter pecuniario, está obligado a tener en cuenta todos los periodos de empleo cubiertos por el personal transferido en la medida, y conforme a los criterios, en que esa obligación derivaba de la relación de ese personal con el cedente. En este caso los derechos y obligaciones del personal transferido de las entidades locales al Estado se establecían en un convenio colectivo cuya aplicación se sustituyó en el momento de la transmisión por el convenio colectivo vigente en el cesionario. Eso hace que en este supuesto deba atenderse al apartado 2 del artículo 3 de la Directiva 77/187, conforme al cual el cesionario mantendrá las condiciones de trabajo pactadas mediante convenio colectivo para el cedente hasta la extinción o expiración del convenio colectivo o la entrada en vigor o aplicación de otro convenio colectivo. A eso se añade que los Estados miembros podrán limitar el periodo de mantenimiento de las condiciones de trabajo, pero éste no podrá ser inferior a un año. El Tribunal advierte que esta última mención no puede variar el sentido global del apartado, y no impide por tanto que las condiciones de trabajo establecidas en convenio colectivo antes de la transmisión dejen de ser aplicables transcurrido un año desde ésta, o incluso inmediatamente después de la misma si se produce alguna de las circunstancias del apartado primero (expiración o extinción del convenio colectivo o entrada en vigor o aplicación de uno nuevo). La conclusión del Tribunal es por tanto que el artículo 3.2.1 de la Directiva 77/187 debe entenderse en el sentido de que el cesionario puede aplicar desde la fecha de la transmisión las condiciones de trabajo previstas en el convenio vigente en su empresa, incluidas las relativa a la retribución.
Sin embargo, la sentencia advierte que el margen de actuación que se reconoce al cesionario para organizar la integración salarial del personal transferido debe ser conforme con el objetivo de la Directiva 77/187, impedir que los trabajadores afectados se vean en una situación menos favorable por la mera causa de la transmisión. En ese contexto la sustitución inmediata de las condiciones de los trabajadores transferidos en virtud del convenio colectivo vigente en el cedente por las recogidas en el convenio colectivo vigente en el cesionario no pueden tener como objeto o efecto imponer a esos trabajadores condiciones globalmente menos favorables que las aplicables antes de la transmisión. El Tribunal de Luxemburgo advierte además que la Directiva 77/187 no puede tampoco invocarse para obtener una mejora de las condiciones de trabajo con ocasión de la transmisión de la empresa y que la existencia de diferencias salariales entre los trabajadores transferidos y los que ya estaban empleados en el cesionario no es en sí contraria a la Directiva. En el caso que nos ocupa la Ley nacional por la que se fijaban las condiciones de la transferencia del personal de las entidades locales al Estado señalaba que el convenio vigente en el cesionario fuese aplicado a los trabajadores transferidos desde la fecha de la transferencia, sin que éstos obtuvieran las condición salarial correspondiente a la antigüedad adquirida por ellos al servicio del cedente. Esa circunstancia ha tenido importancia determinante en las condiciones retributivas aplicables al personal transferido. Asimismo el Tribunal recuerda que las funciones ejercidas por ese personal antes de la transmisión eran análogas, si no idénticas, a las ejercidas por el personal al servicio del Estado, por lo que la antigüedad adquirida al servicio del cedente por un miembro del personal transferido habría podido calificarse como equivalente a la adquirida por un miembro del personal del Ministerio de igual categoría. La sentencia concluye que en esas circunstancias sería contrario al objetivo de la Directiva 77/187 dejar de tener en cuenta la antigüedad en el grado necesario para mantener de manera aproximada el nivel de retribución percibida por esos trabajadores al servicio del cedente. A eso añade que incumbe al tribunal nacional comprobar la existencia de pérdida salarial como consecuencia de la transmisión. El Tribunal responde por tanto a las cuestiones planteadas por el órgano jurisdiccional nacional en el sentido de que cuando una transmisión de empresa en el sentido de la Directiva 77/187 da lugar a la aplicación inmediata a los trabajadores transferidos del convenio colectivo vigente para el cesionario y las condiciones de retribución previstas por dicho convenio están ligadas en especial a la antigüedad, el artículo 3 de la Directiva se opone a que los trabajadores transferidos sufran una pérdida salarial sustancial en relación con su situación inmediatamente anterior a la transmisión, debido a que su antigüedad adquirida al servicio del cedente, equivalente a la adquirida por los trabajadores al servicio del cesionario, no se tenga en cuenta al determinar su condición salarial inicial al servicio de este último.
- Sentencia del Tribunal de Justicia (Sala Segunda), de 10 de noviembre de 2011, as. C-348/10, Norma-A SIA, Dekom SIA.
El Tribunal de Luxemburgo responde a la petición de decisión prejudicial relativa a un procedimiento principal seguido ante los tribunales de Letonia respecto a la prestación de servicios de transporte público por autobús en dicho Estado. Los hechos comienzan con la publicación, el 17 de junio de 2009, por el Consejo Comarcal de la ciudad de Ludza de un anuncio de licitación para la provisión de servicios de transporte público por autobús, tanto en esa ciudad como en la comarca. Ese servicio era adjudicado el 31 de agosto a favor de una de las empresas concurrentes con la que el 2 de septiembre el Consejo Regional de Ludza decidía celebrar un contrato de concesión de servicios de transporte público. El 16 de septiembre esa decisión de firma del contrato era objeto de recurso de anulación ante el tribunal contencioso-administrativo de primera instancia por otras dos empresas que también habían presentado sus ofertas y que  presentaban una demanda de suspensión de la ejecución de esa decisión. La demanda era estimada por ese tribunal el 16 de octubre, pronunciamiento confirmado por el tribunal contencioso-administrativo regional el 14 de diciembre. El tribunal letón señalaba que conforme a la legislación nacional las partes demandantes en el litigio principal tenían el derecho de impugnar la decisión del Consejo Regional de 2 de septiembre ante el órgano de Vigilancia de la Contratación Pública, impidiendo en ese caso al poder adjudicador adjudicar el contrato antes de que ese Órgano se hubiese pronunciado. El contrato de concesión entre el Consejo Comarcal y la empresa adjudicataria era finalmente concluido el 9 de octubre, y el 3 de diciembre era desestimado el recurso de nulidad interpuesto ante el tribunal contencioso-administrativo regional por las mencionadas empresas, al considerar que se trataba de un contrato de Derecho privado por lo que ese tribunal no era competente. Esa sentencia era anulada por el propio tribunal que, sin embargo, acordaba la inadmisibilidad del recurso ya que los demandantes no disponían de derecho alguno a su interposición dado que el contrato se había celebrado antes de la expiración del plazo de transposición de la Directiva 2007/66/CE, que modifica a la Directiva 92/13/CEE relativa a la coordinación de las disposiciones legales, reglamentarias y administrativas referentes a la aplicación de las normas comunitarias en los procedimientos de formalización de contratos de las entidades que operen en los sectores del agua, de la energía, de los transportes y de las telecomunicaciones. Los demandantes interponían recurso de casación en relación con esta decisión el 21 de mayo de 2010 alegando el derecho a solicitar la anulación del contrato controvertido que les atribuye la Directiva 2007/66. El Tribunal encargado de resolver este recurso planteaba al Tribunal de Justicia diversas cuestiones prejudiciales.
La primera de esas cuestiones se refiere a la calificación de ese contrato, conforme al Derecho de la Unión, como contrato de servicios o como concesión de servicios. El Tribunal de Justicia comienza por señalar que la discrepancia existente en cuanto a la Directiva aplicable entre el tribunal remitente (Directiva 2004/17) y el Gobierno (2004/18) carece en este caso de trascendencia por cuanto las definiciones que en ambas Directivas se recogen son esencialmente análogas y aplican los mismos criterios al interpretar los conceptos mencionados. Dicho eso el Tribunal de Luxemburgo recuerda  su propia jurisprudencia al señalar que una diferencia fundamentalmente contrato de servicios y concesión de servicios es la contrapartida por la prestación del servicio. En el caso del contrato se requiere una contrapartida pagada directamente por la entidad adjudicadora al prestador del servicio, en el caso de la concesión la contrapartida consiste en el derecho al explotar el servicio, bien de forma exclusiva o bien acompañado de un pago. Pero a eso añade el Tribunal de Justicia que la calificación como concesión de servicios exige también que el concesionario asuma el riesgo de la explotación del servicio de que se trate, tratándose en caso contrario de un contrato público de servicios. Ello incluso en aquellos casos en que la configuración jurídico pública del servicio hace que el riesgo económico vinculado a su explotación sea muy limitado, en los que para calificar un contrato como concesión de servicios, la entidad adjudicataria debe transferir al concesionario la totalidad, o al menos una parte significativa, del riesgo de explotación que corre. En este sentido el Tribunal entiende por riesgo de explotación del servicio el que resulta de la exposición a las incertidumbres del mercado. Para el Tribunal ese riesgo puede consistir en enfrentar la competencia de otros operadores, un desajuste entre oferta y demanda de los servicios, la insolvencia de los deudores de los precios por los servicios prestados, que los ingresos no cubran íntegramente los gastos de explotación o la responsabilidad por un perjuicio causado por una irregularidad en la prestación del servicio. Sin embargo, considera que riesgos como los que resultan de una mala gestión o errores de apreciación del operador económico no son válidos a los efectos de distinguir entre contrato de servicio y concesión de servicio ya que son inherentes a cualquier contrato. 
En este caso el Tribunal de Justicia estima que conforme a la normativa nacional, incluidas las cláusulas contractuales, la entidad adjudicataria debe compensar al prestador del servicio las pérdidas derivadas de la explotación, por lo que no es posible afirmar que el adjudicatario soporte una parte significativa del riesgo de explotación. Por esa razón se considera que la operación debería de calificarse como contrato de servicios en el sentido del artículo 1.2.d) de la Directiva 2004/17 y no como concesión de servicios, conforme al artículo 1.3.b). Sobre este particular la sentencia recuerda que tanto el Gobierno letón como la entidad demandada en el litigio principal afirmaban la existencia de distintos factores de riesgo (como la disminución de recursos públicos destinados a cubrir eventuales pérdidas, la falta de cobertura de determinados tipos de gastos y pérdidas debidos fundamentalmente a la modificación de itinerarios y trayectos o la incertidumbre por la demanda de los usuarios) que hacen que en realidad el adjudicatario soporte una parte esencial del riesgo, especialmente dada la duración del contrato (8 años), por lo que el contrato debería considerarse como concesión de servicios. A este respecto el Tribunal de Luxemburgo afirma que su función se limita a proporcionar al juez nacional una interpretación del Derecho de la Unión útil para la resolución del litigio principal. Siendo el juez nacional el único encargado de interpretar el Derecho nacional y en este caso evaluar el riesgo que asume el contratante en función de ese Derecho y de las disposiciones contractuales controvertidas. No obstante, el Tribunal de Luxemburgo añade que el examen de esas disposiciones normativas y contractuales, tal como se han expuesto en la resolución de remisión, conduce a primera vista a considerar que se trata de un contrato de servicios.
A continuación el Tribunal de Justicia responde conjuntamente a otras dos cuestiones planteadas por el tribunal nacional, la primera referida a si en el supuesto de que el contrato controvertido fuese calificado como contrato público de servicios en el sentido de la Directiva 2004/17, el artículo 2.quinquies.1.b) de la Directiva 92/13 es aplicable a este contrato, aunque se haya celebrado antes de que expirar el plazo de transposición de la Directiva 2007/66, que insertó el citado artículo en la Directiva 92/13. La segunda se refiere a si, en el caso de respuesta afirmativa a la anterior, la Directiva 92/13 es directamente aplicable.
El Tribunal responde que, conforme al mencionado artículo de la Directiva 92/13, los Estados miembros garantizarán que un órgano de recurso independiente del poder adjudicador declare la ineficacia del contrato, o que la misma dimane de la decisión de dicho órgano, en particular si el contrato se celebró a pesar de que, conforme al artículo 2.3 de la Directiva, se hubiese sometido a un órgano de primera instancia independiente del poder adjudicador un recurso referente a la decisión de adjudicación del contrato, o si éste se celebró sin observar el plazo suspensivo previsto en el artículo 2.bis.2 de dicha Directiva. El Tribunal afirma que el artículo 2.quinquies.1.b) de la Directiva 92/13 no es aplicable a los contratos celebrados antes del 20 de diciembre de 2009, fecha de expiración del plazo de transposición de la Directiva 2007/66, puesto que esa transposición no tuvo lugar antes de expirar dicho plazo. En ese sentido añade que la decisión de adjudicación del contrato es de 2 de septiembre de 2009 y el contrato se celebró el 9 de octubre. A eso añade que el que el artículo 2.septies.1.b) de la Directiva 92/13 señale que los Estados miembros pueden disponer que la interposición de un recurso de conformidad con el artículo 2.quinquies.1.b) deba realizarse antes de que transcurran como mínimo seis meses a partir del día siguiente a la fecha de celebración del contrato no permite afirmar que los contratos concluidos en el periodo de seis meses anterior a la expiración del plazo de transposición de la Directiva 2007/66 puedan estar incluidos en el ámbito de aplicación del artículo 2.quinquies.1.b). El Tribunal concluye que, a falta de indicación al respecto en la Directiva 2007/66, la aplicación retroactiva de esa disposición sería contraria al principio de seguridad jurídica. Por todo ello concluye que el artículo 2.quinquies.1.b) de la Directiva 92/13 no es aplicable a los contratos públicos celebrados antes de la expiración del plazo de transposición de la Directiva 2007/66.
III. OTROS DOCUMENTOS RELEVANTES. 

1. COMITÉ DE LAS REGIONES

Desde el último informe, se han producido dos reuniones plenarias del Comité de las Regiones, en las que se han adoptado numerosos dictámenes, de los cuales destacamos los siguientes:

91º Pleno del Comité de las Regiones (30 de junio y 1 de julio de 2011)

- «Programa LIFE de la UE – acciones futuras» (DOUE C 259, de 2 de septiembre de 2011)

El Comité de las Regiones confirma que el Programa LIFE ha demostrado su utilidad en reiteradas ocasiones y debería prolongarse también durante el siguiente período de financiación, prestando especial atención al componente «Biodiversidad». Sin embargo, solicita que se simplifiquen los trámites administrativos, que se incrementen los porcentajes máximos de cofinanciación, que se dé la posibilidad de que el coste de preparación de los proyectos pueda ser financiado con cargo a LIFE y que se permita, de nuevo, a los entes regionales y locales, incluir todos sus costes de personal como recursos propios. Por otra parte, pide que el futuro componente «Biodiversidad» del Programa LIFE cubra un concepto más general de biodiversidad. Para desempeñar un papel importante en la financiación de Natura 2000, el Programa LIFE debería permitir la financiación de actividades habituales de gestión de las zonas Natura 2000. Además, propone que el componente «Medio ambiente» del nuevo Programa LIFE siga constituyendo un incentivo determinante para los entes regionales y locales que deseen ir más allá de los requisitos legislativos y aplicar tecnologías y soluciones medioambientales innovadoras, con proyectos que tengan grandes posibilidades de reproducción para innovación ecológica orientada al sector público.

El Comité de las Regiones apoya, con objeto de aumentar la eficacia del Programa LIFE, la propuesta de la Comisión sobre la posibilidad de contar con «proyectos LIFE integrados», que constituyen un modo eficaz de impulsar al máximo la labor catalizadora de dicho Programa, estableciendo una relación estructurada con otros fondos de la Unión Europea y subraya que el nuevo programa LIFE sigue prestando apoyo a los proyectos de comunicación e información, con una mayor dedicación a la educación y al fomento de proyectos en los que participen entes locales y regionales y que tengan un impacto significativo a escala de la Unión Europea.

- «La reforma de las normas de la UE en materia de ayudas estatales aplicables a los servicios de interés económico general» (DOUE C 259 de 2 de septiembre de 2011)

El Comité de las Regiones reitera que la revisión de este paquete legislativo sobre ayudas estatales debe realizarse en el respeto más estricto del principio de subsidiaridad y debe garantizar la libertad de elección y de administración de las entidades territoriales en lo que respecta a los modos de organización, financiación y ejercicio de sus prerrogativas en materia de servicio público. En este sentido, destaca que el amplio margen de maniobra del que deben poder disponer las entidades territoriales, de conformidad con el Tratado de Lisboa, exige para su puesta en práctica una base jurídica de Derecho derivado que, a partir de un conjunto de definiciones, garantice la aplicación más flexible posible de las normas de competencia respecto de los servicios de interés económico general (SIEG).
Se opone a la introducción de una evaluación de la eficiencia económica de las compensaciones de servicio de interés económico general por parte de la Comisión y considera que conviene también tener en cuenta otros criterios objetivos que neutralizan a priori todo riesgo de afectar a los intercambios entre Estados miembros; por ejemplo: la competencia territorial limitada de determinados operadores que se rigen por regímenes de autorización; la competencia de objeto limitado de determinados operadores, públicos o privados, creados específicamente para prestar un servicio público específico sobre un territorio dado y que no realizan ninguna actividad comercial en el mercado; o bien el carácter no lucrativo de determinadas empresas sociales. Por tanto, propone a la Comisión que el umbral del Reglamento de minimis se incremente de manera específica para las compensaciones de servicio público hasta 800.000 euros anuales, con el fin de excluir del ámbito del control de las ayudas estatales al conjunto de los servicios públicos de proximidad que se basan especialmente en el tejido asociativo local y en las microempresas sociales de barrio.
- «La agenda de nuevas cualificaciones y empleos» (DOUE C 259 de 2 de septiembre de 2011)

El Comité de las Regiones anima encarecidamente a todos los Estados miembros a que establezcan objetivos nacionales cuantitativos para todos los objetivos de la Agenda de nuevas cualificaciones y empleos, a fin de permitir una mayor apropiación de los programas nacionales de reforma, demostrar ambición política para las políticas seguidas y permitir una evaluación transparente de la eficacia de las políticas. Asimismo, aboga por un planteamiento sobre las cualificaciones y los empleos que: a) faculte a los socios regionales y locales para planificar intervenciones y asignar recursos para responder a las necesidades de los empresarios regionales y locales, centrándose en los grupos destinatarios de la mano de obra y b) establezca un marco de coordinación de los servicios en el lugar donde se presten y conciba soluciones adaptadas a cada caso para resolver problemas específicos de índole regional y local.

Se remite al artículo 174 del TFUE sobre la cohesión territorial y subraya la necesidad de tener plenamente en cuenta las diferencias regionales, ya que en la Unión Europea existen desequilibrios importantes y los retos que las regiones han de afrontar para cumplir los objetivos de la Estrategia Europa 2020 varían de manera considerable. Estas circunstancias y los desafíos que plantean han sido expuestos con claridad en el Quinto informe sobre la cohesión económica, social y territorial.

Finalmente, pide que se examine con más atención el calendario de la paulatina supresión de las actuales medidas de crisis centradas en el mercado de trabajo y las repercusiones que ello puede tener en la confianza de los mercados, la Hacienda pública, las perspectivas de empleo individuales de los trabajadores vulnerables y los niveles globales de desempleo a largo plazo. El Comité de las Regiones considera que el éxito inicial de la Agenda de nuevas cualificaciones y empleos dependerá de la eficacia y los efectos a largo plazo de las medidas de crisis sostener el mercado de trabajo durante la crisis económica. No obstante, el punto de partida debe ser la rápida supresión de las medidas de crisis.

- «El papel de los entes regionales y locales en el fomento de una gestión sostenible del agua» (DOUE C 259 de 2 de septiembre de 2011)

El Comité de las Regiones defiende el refuerzo de las políticas de orientación de la Unión Europea y la adopción de nuevos instrumentos de reglamentación que establezcan objetivos de eficiencia claros y precisos por sector de actividad, determinados en función de las cuencas hidrográficas por cada uno de los Estados miembros. Por ello, pide que la iniciativa de la Comisión sobre la eficiencia hídrica de los edificios se integre en la Directiva relativa a la eficiencia energética de los edificios, dando la posibilidad de que se pueda circunscribir a aquellas zonas geográficas que padecen escasez de agua y, también, pide la adopción de una normativa que determine, de manera homogénea a escala europea, niveles cualitativos que permitan garantizar para los diferentes sectores de actividad una recuperación y una reutilización adecuada, teniendo en cuenta las diferentes características de los Estados miembros.

Por otra parte, insta a los entes regionales y locales a determinar en la gestión consciente del riesgo, el instrumento de intervención más eficaz en caso de fenómenos extremos. Las inversiones futuras destinadas a limitar sus efectos deberían orientarse prioritariamente a la realización de infraestructuras verdes. Además, el Comité de las Regiones resalta el papel central que desempeñan los entes regionales y locales en la recogida de datos sobre el medio ambiente y propone transformar el actual Observatorio Europeo de la Sequía en Observatorio Hídrico Europeo. Finalmente, el Comité de las Regiones propone, respecto de los fines perseguidos con la aplicación de la Directiva 2000/60/CE, que la gestión sostenible de los recursos hídricos tenga como objetivos concretos y verificables en el horizonte de 2020: 1) un incremento del 20 % del ahorro de agua en todos los sectores de uso; 2) un aumento del 20 % de los cursos fluviales en los que se lleve a cabo una regeneración para mejorar su seguridad hidrológica; 3) un aumento del 20 % del volumen de agua reutilizado o reciclado actualmente en las actividades agrícolas e industriales. A este respecto, desea una participación directa del Pacto de los Alcaldes.

- Libro Blanco «Hoja de ruta hacia un espacio único europeo de transporte» (DOUE C 259 de 2 de septiembre de 2011)
El Comité de las Regiones estima que los objetivos del Libro Blanco deberían subdividirse en objetivos a más corto plazo para dar a los responsables políticos un claro marco orientativo sobre las acciones que deberían emprender durante su mandato. También aboga por la plena internalización de los costes externos de todos los modos de transporte por medio de una fiscalidad armonizada y la asignación de los ingresos que genere a la puesta en marcha de un sistema de transporte integrado y eficiente. Además subraya que los objetivos del Libro Blanco en materia de transferencia modal del transporte por carretera al transporte ferroviario, fluvial y marítimo no son suficientes e insta a la Comisión a que proponga un programa más ambicioso. En ese sentido el Comité de las Regiones se declara a favor de la idea de un «cinturón azul», como primer paso hacia la creación de un sistema sólido de servicios marítimos que se debería complementar con la recuperación de las autopistas del mar, y lamenta que el Libro Blanco de 2011 sea menos ambicioso que el de 2001 por lo que respecta al transporte marítimo.
Por otra parte, el Comité de las Regiones recomienda la adopción de medidas de apoyo para preparar planes de movilidad urbana sostenible, y solicita que se tenga más en cuenta el vínculo entre la política de transportes y la ordenación del territorio; apoya el recurso a euroobligaciones para financiar las infraestructuras de transporte necesarias para la realización de las RTE–T. Finalmente, observa que la internalización de externalidades y la eliminación de distorsiones fiscales y subvenciones injustificadas, así como el ejercicio de una competencia libre y sin distorsiones deberían formar parte del futuro modelo europeo de transportes basado en alinear las opciones comerciales con las necesidades de desarrollo sostenible.

92º Pleno del Comité de las Regiones (10 a 12 de octubre de 2011)

Todos los documentos seguidamente citados se pueden descargar en http://www.toad.cor.europa.eu/AgendaDocuments.aspx?pmi=ha5jDW%2bOWSGO8wl1HSg2arZ5LsN%2fyTLUoJJ4tL7WYIw%3d.
- La estrategia para la aplicación efectiva de la Carta de los derechos fundamentales
El Comité de las Regiones valora positivamente el refuerzo de los derechos fundamentales en la Unión Europea. A pesar de que Europa posee una normativa estricta en relación con la defensa de los derechos humanos, existen fallos a la hora de garantizar dichos derechos en la práctica. Por ello, si bien respalda las tres ideas centrales de la Estrategia (la Unión debe ser ejemplar, debe informar mejor a los ciudadanos y presentar un informe anual sobre la aplicación de la Carta), observa que la Estrategia se dirige sobre todo a las instituciones y, más concretamente, trata de lo que la Comisión tiene que hacer. El Comité de las Regiones aboga por un enfoque más estratégico en la aplicación de la Carta que cuente con la participación de todas las instituciones, incluido el nivel local y regional. En este sentido, desea contribuir a «fomentar una cultura de protección y fomento de estos derechos» a varios niveles políticos, tarea que incluye también una mayor sensibilización de los ciudadanos y el cometido de reforzar entre los funcionarios de la Unión, los Estados miembros y los entes locales y regionales la idea de la Carta de los Derechos Fundamentales como normativa de aplicación inmediata. Por ello, considera que la propuesta de estrategia debería ser más clara en lo referente a los procedimientos en el caso de consultas exploratorias sobre propuestas legislativas; estos procedimientos deberían clarificarse para que las evaluaciones de impacto sean precisas y útiles; el hecho de que distintos agentes, como los niveles políticos local y regional, dispongan de la oportunidad de expresar sus opiniones es importante para reforzar la democracia en la Unión Europea.

- Hacia una Agenda europea de vivienda social 

El Comité de las Regiones insta a los Estados miembros a que garanticen que todos los ciudadanos puedan tener acceso a una vivienda, procurando que los aumentos de alquileres se basen en una objetivación de los precios, un método que garantice un aumento moderado de los precios de la vivienda y una adaptación de la política fiscal a fin de poner coto a la especulación. También, valora positivamente que la Comisión, tal como solicitó el Comité de las Regiones con anterioridad, haya propuesto el pasado 19 de septiembre de 2011 un nuevo planteamiento para ampliar el ámbito de aplicación de las prestaciones de los servicios de interés económico general locales y sociales –entre los que figura la vivienda social– que están exentos de notificación; recuerda a este respecto que corresponde a los Estados miembros y a los entes territoriales definir los servicios de interés general en el ámbito de la política de vivienda social, y la manera de prestarlos; subraya expresamente que la Comisión carece de competencias para definir las condiciones de atribución de las viviendas sociales y para definir las categorías de familias cuyas necesidades sociales esenciales no están cubiertas únicamente por las fuerzas del mercado.
Así pues, pide que se renueven las normas para poder optar a los Fondos Estructurales de la Unión Europea para la renovación energética de la vivienda en el marco de la cohesión social, de forma que cada región goce de mayor flexibilidad en cuanto al importe de los fondos asignados a esta medida. En lo relativo a los Fondos Estructurales, considera que debe utilizarse de manera eficaz el principio de asociación y es preciso animar a los Estados miembros a que colaboren con los entes locales y regionales para fijar prioridades y decidir cómo utilizar los recursos procedentes de estos Fondos. En este sentido, destaca que vivir en viviendas que no reúnan las condiciones adecuadas tiene importantes consecuencias para la salud, y que la mejora de la calidad de las viviendas permite prevenir los daños que producen en las personas el hacinamiento o los lugares excesivamente húmedos, fríos y mal ventilados; añade que la carencia de vivienda es causa de estrés y de malestar, con efectos negativos en la calidad de vida, la salud y el bienestar de las personas, las familias y la sociedad.

- El papel de los entes locales y regionales en la consecución de los objetivos de la Estrategia Europa 2020

El Comité de las Regiones llama la atención hacia su compromiso firme con su propuesta de establecer un «Pacto territorial de los entes regionales y locales sobre la Estrategia Europa 2020» con el objetivo de garantizar la adhesión a la estrategia en todos los ámbitos, a través de una asociación efectiva entre los poderes públicos del nivel de la Unión Europa y de los niveles nacionales, regionales y locales. Esta propuesta cuenta con el respaldo del Parlamento Europeo, la Comisión Europea y el Consejo Europeo. Los pactos territoriales deberían concentrarse en unas pocas prioridades adaptadas a las necesidades concretas y que tengan un valor especial para la región de que se trate. El Comité de las Regiones  reconoce la enorme distancia que separa los resultados más recientes de la investigación y la práctica en la vida real. Son precisas unas medidas regionales decididas para convertir los resultados de la investigación en una innovación adaptada al ámbito local y que pueda aplicarse en toda Europa. Por ello, subraya la importancia de crear capacidad de innovación a escala regional basándose en la especialización inteligente y en las complementariedades de las regiones vecinas y pide a las regiones pioneras que formen consorcios europeos en los que integrar las distintas capacidades para crear innovaciones sociales revolucionarias que puedan aplicarse a toda Europa. A través de los distintos agentes, cada región puede convertirse en pionera y centrarse en sus propias necesidades y fuerzas. Finalmente, anima a las regiones a avanzar hacia la innovación abierta desde una visión, centrada en las personas, de la asociación entre los sectores público y privado y las universidades y demás centros de conocimiento que desempeñan un papel esencial, es decir, modernizar el concepto de la «triple hélice».
- Movilidad europea e internacional de los funcionarios y agentes de los entes territoriales de la Unión Europea
El Comité de las Regiones indica que, habida cuenta del contacto estrecho y diario que mantienen los funcionarios y agentes de los entes territoriales con todos los colectivos sociales y representantes políticos locales, su movilidad en el marco de su formación permanente mediante comisiones de servicio en otra entidad territorial podría reforzar su papel en la transmisión del mensaje europeo.También, observa que la movilidad en los niveles europeo e internacional de los agentes locales y regionales puede ayudar a los Estados miembros de la Unión Europea a establecer administraciones modernas y eficaces que incluyan las estructuras, los recursos humanos y las competencias de dirección para aplicar el acervo de la Unión. Asimismo, señala que la movilidad ayudará a reducir las barreras lingüísticas en Europa al alentar a los funcionarios y otros agentes a aprender varias lenguas. Por otra parte, llama la atención sobre la reciente sentencia del Tribunal de Justicia, que establece que las personas empleadas por una autoridad pública de un Estado miembro y transferidas a otra autoridad pública no pueden sufrir «una pérdida salarial sustancial» a causa únicamente de esa transferencia.

2. PROYECTOS EUROPEOS.

- Programa energía inteligente-Europa
Este programa incluye acciones dirigidas a:

a) Fomentar la eficiencia energética y la utilización racional de los recursos energéticos.
b) Promover fuentes de energía nuevas y renovables, y fomentar la diversificación energética.
c) Promover la eficiencia energética y el uso de fuentes de energía renovables en el transporte.
Por tanto, el presente programa favorecerá el desarrollo sostenible en el ámbito energético, aportando una contribución equilibrada a la consecución de los siguientes objetivos generales: la seguridad del abastecimiento energético, la competitividad y la protección del medio ambiente, con el objetivo de cumplir los objetivos del 2020 (reducir en un 20% las emisiones de gases de efecto invernadero, mejorar en un 20% la eficiencia energética e incrementar en un 20% el consumo de energía procedente de fuentes renovables). 

Los actores esperados en estos proyectos son tanto entidades públicas como privadas y entidades sin ánimo de lucro.

Para participar en esta financiación, es necesario hacerlo de acuerdo a las indicaciones que nos da la convocatoria. Está previsto el lanzamiento de la convocatoria para enero de 2012 y los proyectos se presentarán durante la primera mitad de mayo de 2012. Este programa tiene una financiación del 75% del coste total y han de participar al menos instituciones de 3 estados miembros. Además, se organizan reuniones para informar sobre cómo participar en este programa en cada Estado miembro, generalmente entre los meses de enero y febrero. 
- LIFE+ (año 2012)
El objetivo general del programa LIFE+ es contribuir a la aplicación, actualización y desarrollo de la política medioambiental de la Unión Europea y su legislación, incluyendo la integración del medio ambiente en otras políticas, contribuyendo así al desarrollo sostenible. La convocatoria de propuestas hará referencia a las tres líneas de financiación de proyectos:

- LIFE + Naturaleza y biodiversidad

- LIFE + Política y Gobernanza Medioambiental

- LIFE + Información y Comunicación

La convocatoria de propuestas del año 2012 marcará como prioritarios los siguientes objetivos:

A) LIFE + Naturaleza y biodiversidad:

1. Proteger, restaurar, supervisar y facilitar el funcionamiento de los sistemas naturales, hábitats naturales, flora y fauna silvestres, con el objetivo de detener la pérdida de biodiversidad.

B) LIFE + Política y Gobernanza Medioambientales:

1. El cambio climático: estabilizar la concentración de gas invernadero a un nivel que impida el calentamiento global supere los 2 º C.
2. Agua: Contribuir a mejorar la calidad del agua mediante el desarrollo de medidas adecuadas desde el punto de vista coste-eficacia para lograr un buen estado ecológico con vistas a elaborar el primer plan de gestión de cuenca hidrográfica conforme a la Directiva 2000/60/CE (Directiva Marco del Agua).
3. Aire: alcanzar niveles de calidad del aire que no den lugar a negativas impactos y riesgos para la salud humana y el medio ambiente.
4. Suelo: proteger y garantizar el uso sostenible del suelo conservando las funciones del suelo, evitando las amenazas para el suelo, reduciendo sus efectos y restaurando los suelos degradados.
5. Medio ambiente urbano: contribuir a mejorar el comportamiento medioambiental de Zonas urbanas de Europa.
6. Ruido: contribuir al desarrollo y aplicación de políticas sobre medio ambiente el ruido.
7. Productos químicos: mejorar la protección del medio ambiente y la salud de los riesgos plantean los productos químicos para el año 2020 mediante el desarrollo de legislación sobre productos químicos, en particular, Reglamento nº 1907/2006 (REACH) y la estrategia temática sobre el uso sostenible de los plaguicidas.
8. Medio ambiente y salud: desarrollar la base de información para la política demedio ambiente y la salud (medio ambiente y salud 2004-2010).
9. Los recursos naturales y residuos: desarrollar y aplicar políticas dirigidas a garantizar manejo y uso sustentable de los recursos naturales y los residuos, y para mejorar la el desempeño ambiental de productos, producción y consumo sostenibles patrones, de prevención de residuos, recuperación y reciclaje y contribuir a la efectiva implementación de la estrategia temática sobre prevención y reciclado de residuos.
10. Bosques: proporcionar, especialmente a través de una red de coordinación de la Unión, la base completa de información política relevante sobre bosques en relación con el cambio climático (impacto en los ecosistemas forestales, atenuación, efectos de sustitución), la biodiversidad (información de base y zonas forestales protegidas), incendios forestales, los bosques condiciones y las funciones de protección de los bosques (agua, suelo e infraestructuras), así como contribuir a la protección de los bosques contra los incendios.
11. Innovación: contribuir al desarrollo y demostración de la política de innovación enfoques, tecnologías, métodos e instrumentos para ayudar en la implementación de las tecnologías ambientales en el Plan de Acción (ETAP).

C) LIFE + Información y comunicación:

Garantizar el flujo de información regular y eficaz para sentar las bases para la política decisiones sobre el medio ambiente, y para proporcionar a los ciudadanos información sobre el estado y tendencias del medio ambiente.

Para que los proyectos presentados puedan ser elegibles, han de estar presentados por entidades reconocidas legalmente, cofinanciadas en un 50%, y con acciones dentro de los temas descrito anteriormente. Se espera que la convocatoria sea publicada en febrero de 2012 y la fecha de entrega de los mismos se establecerá en el texto de esa convocatoria, pero se baraja la fecha de marzo-abril de 2013 para que los proyectos aprobados puedan comenzar a funcionar. También se han publicado el número de proyectos a financiar en cada una de las áreas de acción: 

- Línea Naturaleza y Biodiversidad (presupuesto de 138.355.000€): 100-160 proyectos

- Líneas de Política y Gobernanza Medioambiental y de Información y comunicación: (presupuesto de 138.355.000€): 100-160 proyectos

- Programa del aprendizaje permanente
Este Programa pretende contribuir a la creación de una sociedad del conocimiento avanzada, con un desarrollo económico sostenible, más y mejores posibilidades de empleo y mayor cohesión social. El objetivo general es facilitar el intercambio, la cooperación y la movilidad entre los sistemas de educación y formación de los países europeos que participan, de forma que se conviertan en una referencia de calidad en el mundo. El Programa comprende cuatro sub-programas, en cada uno de los cuales se concederán ayudas y subvenciones a proyectos que incrementen la movilidad transnacional de los profesionales, fomenten las asociaciones bilaterales y multilaterales o mejoren la calidad de los sistemas de educación y formación mediante proyectos multilaterales que promuevan, por ejemplo, la innovación. Estos programas son:

- Comenius, que atiende a las necesidades de enseñanza y aprendizaje de todos los participantes en la educación infantil, primaria y secundaria, así como de los centros y organizaciones que imparten esa educación.

- Erasmus, que atiende a las necesidades de enseñanza y aprendizaje de todos los participantes en la educación superior formal (incluidas las estancias transnacionales de estudiantes en empresas), así como de los centros y organizaciones que imparten o facilitan esa educación y formación.

- Leonardo da Vinci, que atiende a las necesidades de enseñanza y aprendizaje de todos los participantes en la formación profesional, así como de los centros y organizaciones que imparten o facilitan esa educación y formación.

- Grundtvig, que atiende a las necesidades de enseñanza y aprendizaje de los participantes en todas las formas de educación de personas adultas, así como de los centros y organizaciones que imparten o facilitan esa educación.

Los que más pueden interesar a los municipios son los dos últimos.

LEONARDO DA VINCI:

Dirigido a atender las necesidades de enseñanza y aprendizaje de todas las personas implicadas en la educación y Formación Profesional, así como a las instituciones y organizaciones que imparten o facilitan esa formación

Objetivos específicos

· Apoyar a los participantes en actividades de formación y de formación continua en la adquisición y uso de conocimientos, competencias, y cualificaciones con miras al desarrollo personal y profesional.
· Apoyar las mejoras de la calidad e innovación de los sistemas, instituciones y prácticas de educación y formación profesional.
· Aumentar el atractivo de la Formación Profesional y de la movilidad para las empresas y los particulares y facilitar la movilidad de trabajadores en formación.
Las entidades locales se incluyen entre las entidades e instituciones a la que se orienta la participación en este programa:

· Centros u organizaciones que brinden oportunidades de aprendizaje en los ámbitos cubiertos por el programa Leonardo da Vinci.

· Profesorado, formadores y demás personal de esos centros u organizaciones.

· Organismos que presten servicios de orientación, asesoramiento e información en relación con cualquier aspecto del aprendizaje permanente.

· Personas y organismos responsables de los sistemas y las políticas aplicables a cualquier aspecto de la educación y Formación Profesional a escala local, regional y nacional.

La convocatoria está abierta hasta el 2 de febrero.

GRUNDTVIG: 

El programa sectorial Grundtvig tiene como meta mejorar la calidad y la dimensión europea de la educación de adultos en un sentido amplio, incluyendo la enseñanza formal, la no formal y la enseñanza informal, incluido el autoaprendizaje. Subvenciona las siguientes acciones descentralizadas gestionadas por la Agencia Nacional:

· Formación continua del personal de educación de personas adultas, con objeto de mejorar el desarrollo profesional del personal de educación de personas adultas, facilitando la asistencia a cursos que favorecerán una formación de calidad, mejora de las competencias y una visión más amplia del aprendizaje permanente en Europa.

· Proyectos de voluntariado para personas mayores, que facilitarán la realización de intercambios de personas voluntarias mayores de 50 años para desarrollar iniciativas basadas en aplicación de conocimientos y aprendizaje en un país europeo.

· Seminarios Grundtvig, acción mediante la cual instituciones del ámbito de la educación de personas adultas podrán organizar seminarios de temática variada dirigidos a personas mayores de 18 años, que constituirán una experiencia de aprendizaje de carácter europeo multinacional.

· Visitas e intercambios encaminados a mejorar las competencias educativas, de gestión y orientación del personal y futuro personal de educación de personas adultas mediante prácticas de observación en instituciones afines, asistencia a conferencias o seminarios, etc.

En este caso, la convocatoria está también abierta hasta el 2 de febrero.

Tanto en el caso del programa Leonardo da Vinci como Grundtvig, existe un catálogo de acciones disponible en la página web de la Agencia ejecutiva que indica los porcentajes de financiación y el número de países que deben participar para considerar elegibles estos proyectos. 
- Programa Europa con los ciudadanos
Sin duda, su línea de acción más conocida es la de hermanamientos. Los encuentros de ciudadanos en el marco del hermanamiento de ciudades consisten en reunir a una amplia variedad de ciudadanos y grupos de ciudadanos de ciudades hermanadas, y aprovechar la alianza entre los municipios para reforzar el conocimiento y la comprensión mutua entre ciudadanos y culturas. Se espera que tales encuentros sean una experiencia de participación ciudadana activa a escala local; que animen a los ciudadanos a implicarse más a escala europea, contribuyendo así al desarrollo de una ciudadanía europea activa
Cálculo de las subvenciones 
La subvención se calcula sobre la base de financiación a tanto alzado. Este tipo de financiación se empleará para pagar todos los costes relacionados con los encuentros, es decir, los costes de preparación, organización, alojamiento de los participantes y gastos de viaje. Deben participar como mínimo 2 países con un total de 25 participantes invitados.

La convocatoria está abierta en primera fase hasta el 1 de febrero de 2012.
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